
Informe a madres y 
padres de los 

estudiantes de la 
Escuela Normal Rural 

"Raúl Isidro Burgos" 
de Ayotzinapa 



Informe a madres y padres de los 
estudiantes de la Escuela Normal Rural 

"Raúl Isidro Burgos" de Ayotzinapa 

Anexo



ÍNDICE

1.COMISIÓN INTERAMERICANA DE DERECHOS  

HUMANOS - RESOLUCIÓN 28/2014

2.ACUERDO PARA LA INCORPORACIÓN DE 

ASISTENCIA TÉCNICA INTERNACIONAL

3.COMPARECENCIA DEL TESTIGO

4.CARTAS

5.SENTENCIA CORTE DE ARIZONA

6.INFORME SEDENA















































































Traducción de la sentencia de la Corte de Arizona 

sobre el caso Ayotzinapa 

 

DEPARTAMENTO DE JUSTICIA DE LOS ESTADOS UNIDOS 

 OFICINA  EJECUTIVA PARA LA REVISIÓN DE LA INMIGRACIÓN  

CORTE DE INMIGRACIÓN DE LOS ESTADOS UNIDOS 

3260 NORTH PINAL PARKWAY FLORENCE, ARIZONA 85132 

 

PROCEDIMIENTO 

 

DE REMOCIÓN 

 

Expediente nº A202-063-596 

FECHA: 07 ENE 2020 

DISPOSICIONES LEGALES: INA § 212(a)(7)(A)(i)(I) 

 

SOLICITUDES: Asilo de conformidad con INA § 208 

Retención de expulsión en virtud de INA § 24l (b)(3) Protección en 

virtud de la Convención contra la Tortura 

 

 

PARA EL DEMANDADO: 

Mary Margaret Cowan, Esquire 

Defensor Público de Pima 

33 North Stone Avenue 21ª 

planta 

Tucson, Arizona 85701 

PARA EL DEPARTAMENTO: 

Jeremy Martinez, Abogado Wilbert 

Rocker, Abogado Asesor Jefe 

Adjunto Departamento de 

Seguridad Nacional 3250 North 

Pinal 

Parkway Florence, Arizona 85132 

  
 

AUTO Y RESOLUCIÓN DE LA CORTE DE INMIGRACIÓN 

 

I. HISTORIA PROCESAL 

 

El Demandado tiene treinta y cinco años y es nativo y ciudadano de México. (Exh. 1, Formulario I -862; 

véase también Ex. 4, Formulario I-589.) El Demandado entró en los Estados Unidos el 20 de abril de 2015 

o alrededor de esa fecha. (Id.) El - Departamento de Seguridad Nacional (“DHS" o "Departamento") 

emitió un aviso de comparecencia (''NTA'') contra el Demandado el 20 de abril de 2015, alegando: 

 

(1) No es usted ciudadano o nacional de Estados Unidos; 

(2) Usted es originario y ciudadano de México; 

(3) El 20 de abril de 2015, o alrededor de esa fecha, usted solicitó su admisión en los 

Estados Unidos desde México en el Puerto de Entrada DeConcini en Nogales, 

Arizona; 

(4) Usted es, por propia admisión, un inmigrante previsto que no está en posesión de un 

visado de inmigrante válido, tal como exige la Ley de Inmigración y Nacionalidad, y 

no está exento de este requisito documental. 
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BERNABE GARCIA, José Ulises 

 

      (DEMANDADO) 
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(Id.) Sin embargo, tras la presentación inicial de la NTA, el DHS presentó un formulario I -261, modificando 

el alegato 4 de la NTA. (Véase Exh. 2, Formulario I-261.) El alegato 4 se modificó de la siguiente                  manera: 

 

(4) Entonces, no posee un visado de inmigrante, permiso de reingreso, tarjeta de 

cruce de fronteras u otro documento de entrada válido no caducado exigido 

por la Ley. 

 

(Id.) Sobre la base de estos alegatos modificados, el Departamento acusó al Demandado de expulsión, de 

conformidad con la sección 212(a)(7)(A)(i)(I) de la Ley de Inmigración y Nacionalidad ("INA" o "Ley") como 

"un inmigrante que, en el momento de la solicitud de admisión, [no] estaba en posesión de un visado de inmigrante 

válido y vigente, permiso de reingreso, tarjeta de cruce fronterizo u otro documento de entrada válido exigido por 

la Ley...". Id. El 24 de abril de 2015, el Departamento presentó la NTA ante la Corte de Inmigración, que inició el 

procedimiento de expulsión contra el Demandado, y confirió jurisdicción a esa Corte. Véase id; véase también 8 

C.F.R. § 1003.14(a) (2018). 

 

El 6 de julio de 2015, el Demandado, a través de alegatos escritos, admitió todas las alegaciones de hecho 

modificadas, concedió la expulsión y se negó a designar un país de expulsión. (Ex. 3, Resp't Written Pleading.) 

Sobre la base de las admisiones y concesiones del Demandado, la Corte sostuvo la acusación de expulsión de 

conformidad con INA § 212(a)(7)(A)(i)(I), y ordenó a México como país de expulsión. Véase INA § 240(c)(l)(A); 

véase también 8 C.F.R. § 1240.lO(c). El 6 de julio de 2015, el Demandado presentó un Formulario I-589, Solicitud 

de Asilo y de Retención de Expulsión. (Exh. 4, Formulario I-589.) El Demandado también marcó la casilla 

solicitando protección en virtud de la Convención contra la Tortura. (Id. en 5.) En consecuencia, la Corte 

considerará que la solicitud del Demandado es una solicitud de asilo en virtud de la INA § 208, de suspensión de 

la expulsión en virtud de la INA § 241(b)(3), y de protección en virtud de la Convención contra la Tortura (CAT). 

(Exh. 4, Fonn I-589.) 

 

En numerosas audiencias sobre el asunto, el Demandado declaró en apoyo de su formulario I-589. Un testigo 

experto también declaró en apoyo de la solicitud de exención del Demandado. Un testigo experto también testificó 

en apoyo de la solicitud de alivio del Demandado. Al concluir la audiencia del 18 de diciembre de 2019, la Corte 

se reservó la decisión. Esta es la decisión de la Corte. 

 

II. REMOVABILIDAD 

 

A través de alegatos escritos, el Demandado admitió todas las alegaciones de hecho modificadas, tal como se 

establecen en el NTA y en el Formulario I-261. (Ex. 1, Formulario 1- 862; Ex. 2, Formulario I-261). (Ex. 1, 

Formulario 1-862; Ex. 2, Formulario I-261.) Específicamente, el Demandado admitió que es nativo y ciudadano 

de México, y que no es ciudadano de los Estados Unidos. El Demandado también admitió que solicitó la admisión 

en los Estados Unidos en el Puerto de Entrada DeConcini el 20 de abril de 2015 o alrededor de esa fecha, y que en 

ese momento no poseía un documento de entrada válido como lo exige la INA. Sobre la base de las pruebas del 

expediente, incluidas las admisiones del Demandado, la Corte considera que esa evidencia clara, convincente e 

inequívoca apoya la conclusión de que el Demandado está sujeto a expulsión de conformidad con INA § 

212(a)(7)(A)(i)(I). Por lo tanto, la Corte confirma el único cargo de expulsión. 
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III. EXPEDIENTE PROBATORIO 

 

A. Pruebas documentales 

 

En la revisión de las solicitudes de desagravio del Demandado, todas las pruebas y testimonios admitidos 

fueron considerados en su totalidad, independientemente de si se hace referencia específica en el texto de 

esta decisión, y se incorpora como parte de la base fáctica y las pruebas sustanciales en las que esta Corte 

basa la presente decisión. En el curso del procedimiento, la Corte admitió a trámite las siguientes pruebas: 

 
Prueba 1: Aviso de comparecencia, formulario I-862 (de fecha 6 de julio de 2015) 

Prueba 2: Cargos adicionales de inadmisibilidad, deportabilidad, formulario 1-261 (de fecha 6 
de julio de 2015 

Prueba 3: Alegato escrito del Demandado 

Prueba 4: Solicitud de asilo, suspensión de la expulsión y formulario CAT 1-589 

Prueba 5: Moción del Demandado para continuar y expandir el período de tiempo para 
presentar documentos y lista de testigos 

Prueba 6: Oposición del DHS a la Petición del Demandado para Continuar la Audiencia de 
Mérito y Ampliar el Período de Tiempo para Presentar Documentos y la Lista de 

Testigos 
Prueba 7: Lista de pruebas del DHS para audiencia probatoria 

Prueba 8: Lista de pruebas del DHS para audiencia probatoria 

Prueba 9: Presentación del Informe Ayotzinapa en inglés y español (recibido el 15 de 
noviembre de 2016) 

Prueba 10: Transcripción de la entrevista grabada con los periodistas Anabel Hernández y 
Steven Fisher (recibida el 13 de octubre de 2015) (Tabs A-B) 

Prueba 10A: Dos artículos de la revista News presentados previamente en español (recibidos el 4 
de enero de 2016) (Pestañas A-B) 

Prueba 11A: Revelación por el Demandado de testigos con currículum vitae adjunto (recibido 
13 de octubre de 2015) 

Prueba 11A: Petición del Demandado para permitir que el Demandado presente documentos y 
traducciones requeridas (recibida el 31 de dic. de 2015) 

Prueba 12: Pruebas documentales del Demandado en apoyo de la solicitud de identificación I- 
589 del Demandado solamente (recibidas el 13 de octubre de 2015) 

Prueba 12A: Documentos del Demandado en apoyo de la solicitud 1-589 del Demandado 
(recibidos el 31 de diciembre de 2015) (Tab A-D) 

Prueba 13: Presentación por el Demandado de pruebas documentales ofrecidas en apoyo de la 
solicitud 1-589 del Demandado (recibida el 13 de octubre de 2015) 

Prueba 14: Petición del Demandado para continuar la audiencia de fondo (recibida Oct. 13, 
2015) 

Prueba 15: La Orden Propuesta del Demandado de la Corte Inadvertidamente No Adjunta a la 
Moción para Continuar la Audiencia de Mérito (recibida el 13 de octubre de 2015) 

Prueba 16: Oposición del DHS a la Moción del Demandado para Continuar la Audiencia de 
Mérito (recibida el 20 de octubre de 2015) 
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Prueba 17: 

 

Prueba 18: 

 

Prueba 19: 

 

Prueba 20: 

 

Prueba 21: 

Prueba 22: 

Prueba 26: 

 

Prueba 27: 

 

 

Prueba 28: 

 

Prueba 29: 

 

Prueba 30: 

 

 

Prueba 3lA: 

 

 

 

Prueba 31B: 

Prueba 32: 

 

Prueba 32A: 

Prueba 33: 

 

Prueba 33A: 

 

 

Prueba 33B: 

 

 

Prueba 33C: 

 

 

Prueba 33D: 

Traducción de la sentencia de la Corte de Arizona 

sobre el caso Ayotzinapa 

Presentación por el Demandado de la traducción al inglés de cinco artículos de revistas de 

noticias previamente presentados en español (recibido el 8 de febrero de 2016) (Tab A -E) 

Presentación de artículos y documentos por parte del Demandado (recibido el 8 de 

febrero de 2016) (Tabs A-D) 

Presentación de artículos y documentos por parte del Demandado (recibido el 18 de febrero de 2016) (Tabs. 

A-B) 

 

Presentación del Demandado del Informe de México Cmmtry recibido el 4 de marzo 

de 2016)  

Presentación del Demandado de los Artículos (recibido el 2 de marzo de 2016)  

Presentación del Demandado de los Artículos (recibido        el 4 de marzo de 2016) 

Lista de pruebas de DHS para la audiencia probatoria (marcada como prueba el 22 de 
mayo de 2019) (Tabs A-D) 

Presentación por el Demandado de pruebas documentales en apoyo de su solicitud I- 589 de 

identificación únicamente hasta que se complete la traducción al inglés; informe lnforme 

Ayotzinapa II (recibido el 6 de mayo de 2016). 

Documentos presentados por el Demandado en apoyo de la solicitud I-589 del Demandado 

(recibido el 24 de junio de 2016) 

Documentos de presentación del Demandado en apoyo de la solicitud I-589 del Demandado, 
artículos de proceso traducidos (recibidos el 1 de julio de 2016). 
Presentación del Demandado de Narcolandia: Th2 M2Xican Drug Lords and their Godfathers, 
libro de Anabel Hernández (recibido el 15 de noviembre de 2016) (No admitido, por no ser 
relevante). 

Lista de pruebas del Demandado para el  procedimiento de expulsión: Traducción al inglés 

del informe de la Procuraduría General de la República Mexicana para identificación 

únicamente (recibido el 12 de septiembre de 2 17) (marcado como evidencia el 18 de 

septiembre de 2018). 

Lista de pruebas del Demandado para el procedimiento de expulsión: Traducción al inglés del 

Informe del Procurador General de la República Mexicana (recibido el 18 de septiembre de 

2018) 

Lista de pruebas del Demandado para el procedimiento de expulsión solo para identificación 

(recibida el 12 de septiembre de 2017) (marcada como prueba el 18 de septiembre de 2018) 

(Tabs A-D) 

Lista de pruebas del Demandado para el procedimiento de expulsión: Traducción no oficial 

al          inglés de La verdadera noche de Iguala (recibida el 18 de septiembre de 2018) 

Presentación del Demandado del Informe de Investigación de la Procuraduría General de la 

República de México sobre la Desaparición de los 43 Estudiantes en Iguala, México, 

traducido al inglés (recibido el 17 de agosto de 2018) (pp. 1-170)  

Presentación del Demandado del Informe de Investigación de la Procuraduría General de la 

República de México sobre la Desaparición de los 43 Estudiantes en Iguala, México, 

traducido al inglés (marcado como prueba el 18 de septiembre de 2018) (pp. 171-340) 

Presentación del Demandado del Informe de Investigación de la Procuraduría General de 

México sobre la Desaparición de los 43 Estudiantes en Iguala, México, traducido al inglés 

(marcado como prueba el 18 de septiembre de 2018) (pp. 341- 510) 

Presentación del Demandado del Informe de Investigación de la Procuraduría General de la 

República de México sobre la Desaparición de los 43 Estudiantes en Iguala, México, traducido 

al inglés (marcado como prueba el 18 de septiembre de 2018) (pp. 511-680) 

Presentación del Demandado del Informe de Investigación de la Procuraduría General de la República de México 

sobre la Desaparición de los 43 Estudiantes en Iguala, México, traducido al inglés (marcado como prueba el 18 

de septiembre de 2018) (pp. 681-820) 
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Prueba 50: 

 

Prueba 51: 

 

 

Prueba 52: 

 

 

Prueba 53: 

 

Prueba 54: 

 

Prueba 55: 

 

 

 

 

Prueba 56: 

 

Prueba 57: 

 

 

 

Prueba 58: 

 

Prueba 59: 

Prueba 60: 

Prueba 61: 

Traducción de la sentencia de la Corte de Arizona 

sobre el caso Ayotzinapa 

Presentación del Demandado Propuesta Anexo 44  (presentada el 12  de agosto de 2019) 

(Tabs A-D). 

Presentación por parte del Demandado de documentos que fueron presentados originalmente 

el 17 de enero de 2017 pero que no aparecen en la lista de pruebas de la Corte (recibida el 10 

de julio de 2019) (Fichas A-G) 
Presentación por el Demandado de un escrito complementario en apoyo de la solicitud de asilo [Por 
determinar si considerada una continuación de la Prueba documental 45: Escrito de apoyo a la 
solicitud de asilo del Demandado]. Prueba documental propuesta 59 (recibida el 15 de octubre de 
2019) 
Escrito del Demandado: Los expertos afirman que los regímenes autoritarios abusan de las notificaciones 
de Interpol, 

Jack Rogers, 12 de septiembre de 2019 (recibido el 15 de octubre de 2019) 

Presentación por el Demandado de la prueba propuesta 58 (recibido el 15 de 

octubre de 2019) (Fichas A-F) 

Asesoramiento del Demandado al Tribunal sobre el estado de la traducción de la 

Prueba documental 27 admitida por el Demandado (ROP 32, 33, 34) y de la Prueba 

documental 27 admitida por el Demandado (ROP 34). Anexo 42 (ROP 36) (recibido 

el 15 de octubre de 2019) 

Presentación del Demandado Prueba Propuesta: Informes institucionales (recibidos el 15 de              octubre 

de 2019) (Pestañas A-D) 

Escrito del Demandado: Informe Ayotzinapa II: Avances y Nuevas Conclusiones sobre 

la Investigación, Búsqueda y Atención a Víctimas. Resumen. Grupo Interdisciplinario 

de Expertos Independientes (GIEI) Organización de los Estados Americanos (recibido 

el 15 de octubre de 2019) (Porciones en inglés sin traducción retiradas) Presentación de 

documentos del Demandado (recibido el 15 de octubre de 2019) (Pestañas A-B) 

Presentación del Demandado, Registro transcrito del testimonio del Demandado José 

Ulises Bernabé García 26 de octubre de 2015; 9 de mayo de 2016; 12 de julio de 2016 

(recibido 15 octubre 2019) 

DHS Exhibit List Updated Country Conditions (recibido el 15 de octubre de 2019) 

Escrito complementario propuesto por el Demandado, solo para identificación 

(recibido el 18 de diciembre de 2019) 

 

Además de las pruebas documentales contenidas en el expediente, la Corte también consideró el  testimonio 

del Demandado ante la Corte, y el testimonio del perito del Demandado ante la Corte. 

 

B. Resumen de la reclamación del Demandado 

 

El Demandado testificó que tiene miedo de regresar a México porque teme ser perseguido a causa de su 

opinión política y de su pertenencia a un determinado grupo social. El Demandado es abogado, y se 

desempeñó como magistrado del Departamento de Policía de Iguala, en el estado de Guerrero, México. Las 

funciones del Demandado en el Departamento de Policía incluían registrar a las personas que eran detenidas 

y acusadas de un delito y llevadas a la comisaría. El Demandado creaba un registro documentando la 

información de un detenido en el registro oficial y anotando sus delitos. También creaba un inventario de 

las pertenencias personales de los detenidos. Además, El Demandado condenaba a pagar multas a quienes 

habían cometido delitos menores, y cobraba las multas cuando los familiares del detenido llegaban a la 

comisaría para llevárselo a casa. 

 
El 26 de septiembre de 2014, cuarenta y tres estudiantes mexicanos de magisterio de una universidad rural 
se dirigían a una protesta cuando fueron secuestrados. (Véase Ex. 4, Forma 1- 589, Suplemento B; ver 
también Ex. 9, Reporte I Ayotzinapa.) Se presume que los cuarenta y tres estudiantes fallecieron. 
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El caso ha traído controversia contra el gobierno mexicano, ya que muchos informes fiables han demostrado que 

el gobierno mexicano se dedicó a encubrir los verdaderos incidentes de esa noche. Según el informe oficial 

del gobierno mexicano sobre el incidente, en adelante conocido como la "Verdad Histórica", los cuarenta y 

tres estudiantes de magisterio fueron detenidos por la policía de Iguala después de que los estudiantes subieran 

a los autobuses. El gobierno mexicano sostiene que la policía de Iguala, tras encarcelar a los estudiantes  

de magisterio, se les entregó a un cártel de la droga local, Guerreros Unidos, ante la insistencia del alcalde. 

(Ex. 9, Informe Ayotzinapa I, págs. 121-124.) El cártel de la droga local presuntamente asesinó a los cuarenta 

y tres estudiantes y quemó sus cuerpos en un vertedero local. (Después de quemar los cuerpos, los miembros 

del cártel local supuestamente recogieron los restos y las cenizas y los arrojaron al río. Sólo los fragmentos 

óseos de dos estudiantes han sido identificados mediante pruebas de ADN. (Ex. 19, Tab A, 2nd outside report 

says Mexico students not burned at dump, THE WASHINGTON Post (9 de febrero de 2016).) El gobierno 

mexicano sostiene que todos estos eventos ocurrieron sin el conocimiento o participación del gobierno 

mexicano, el estado de Guerrero y oficiales militares mexicanos. 

 

El Demandado, sin embargo, testificó que él estaba en servicio en la Estación de Policía de Iguala la noche del 

26 de septiembre de 2014, y que los cuarenta y tres estudiantes nunca fueron llevados a la Estación de Iguala. 

(Id., en pág. 65; véase también Ex. 10, Entrevista grabada.) El Demandado declaró que sólo había seis personas 

detenidas en la comisaría de Iguala la noche del 26 de septiembre de 2014. Según el Demandado, todos los que 

fueron detenidos fueron arrestados por embriaguez pública, y los detenidos fueron liberados a las 2:20 am. (Ex. 

9, Informe Ayotzinapa I, en la pág. 65.) El Demandado explicó que de los detenidos eran estudiantes, y que en 

ningún momento esa noche ningún estudiante fue llevado a la estación de policía la comisaría de Iguala. 

 

Además, el Demandado declaró que durante la noche del 26 de septiembre, la estación de policía fue visitada 

por miembros del ejército mexicano, de la policía estatal y por funcionarios estatales mexicanos. El Demandado 

declaró que sólo se le dijo que había una "alerta roja" que involucraba a algunos estudiantes, autobuses y tiroteos 

en la zona. (Ex. 10, Entrevista grabada, p. 20.) Al Demandado se le aconsejó que estuviera atento a los ataques 

a la estación de policía, pero no se le dijo nada más. El ejército mexicano, la policía estatal y los funcionarios 

estatales registraron la comisaría e inspeccionaron las armas de los oficiales de la estación. (Ex. 9, Reporte I 

Ayotzinapa en pág. 65.) 

 

A la mañana siguiente, el Demandado y todos los policías que estaban de servicio la noche del 26 de septiembre 

fueron llevados a la comisaría de policía estatal. El Demandado fue interrogado sobre la desaparición de los 

estudiantes y se le preguntó por qué se había puesto en libertad a los detenidos. El Demandado insistió en que 

no sabía nada de los estudiantes y afirmó que los detenidos liberados no eran estudiantes. El Demandado también 

dijo que no le parecía correcto que las desapariciones de los estudiantes fueran cuando la ley mexicana exige un 

periodo de 72 horas antes de que una persona sea considerada desaparecida. El Demandado también declaró que 

un representante de la Procuraduría mexicana lo amenazó y lo sometió a él y a los demás policías a una serie de 

pruebas, tales como buscar residuo de pólvora, y tomar las huellas digitales de los oficiales. No se le presentaron 

cargos al Demandado y no se le dio la oportunidad de testificar ante las autoridades mexicanas. El Demandado 

y algunos agentes fueron puestos en libertad, pero 22 agentes de policía permanecieron bajo custodia, incluido 

el cuñado del Demandado. 

 

Según el Demandado, los 22 agentes fueron llevados bajo custodia de la policía estatal, donde fueron 

severamente golpeados y torturados, incluyendo descargas eléctricas en los genitales. Estas palizas y torturas se 

utilizaron para obligar a los agentes a asumir su responsabilidad en el secuestro y asesinato de los 43 

estudiantes. El Demandado declaró que se enteró de lo que sufrieron los agentes detenidos por las noticias 

y por sus familiares. 
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Al día siguiente de ser llamado a comisaría, el Demandado volvió al trabajo y no ocurrió nada extraordinario. Sin 

embargo, dos días más tarde, el Demandado y otros miembros de la policía fueron informados que estaban de           baja 

administrativa. El domicilio del Demandado también fue posteriormente registrado y saqueado por la policía           militar 

mexicana. (Ex. 10, Entrevista grabada, p. 38.) El Demandado alegó que este registro fue ilegal. La policía  militar 

robó en la casa del Demandado, y amenazó a la familia del Demandado a punta de pistola. (Id.) El Demandado 

declaró que su madre le llamó, y le dijo que no volviera a casa porque habían sido amenazados. El       Demandado 

decidió entonces vivir con su hermano, a pocos kilómetros de distancia. Durante ese tiempo, la policía y el ejército 

siguieron vigilando la casa de la madre del Demandado. 

 

Después de leer numerosas declaraciones y reportajes en medios mexicanos que culpaban a la policía de Iguala 

por la desaparición y asesinato de los 43 estudiantes, el Demandado decidió hablar con la prensa. El Demandado 

declaró que los estudiantes nunca fueron detenidos por la policía de Iguala ni retenidos en el centro de detención 

de Iguala y que, en cambio, eran los militares mexicanos quienes tenían la custodia de los estudiantes. El 

Demandado habló por primera vez con Anabel Hernández (' Sra. Hernández"), periodista de investigación con la 

revista de noticias Proceso, en octubre de 2014. El Demandado también concedió una entrevista formal a la Sra. 

Hernández en febrero de 2015. La Sra. Hernández testificó como perito durante las audiencias de destitución del 

Demandado. Además, algunos de los estudiantes normalistas sobrevivientes de los incidentes del 26 de septiembre 

de 2014, incidentes también han hablado, y afirmaron que los militares mexicanos estuvieron involucrados en los 

acontecimientos de esa noche. 

 

El Demandado se ha negado a retractarse de sus declaraciones a la prensa sobre la participación del gobierno 

mexicano en los incidentes del 26 de septiembre. Como consecuencia, el Demandado declaró que su familia ha 

estado bajo vigilancia militar y amenazada. El Demandado cree que el ejército mexicano sigue buscándolo y que, 

si regresara a México, sería detenido y torturado, así como policías de Iguala, con el fin de que el Demandado se 

retractara públicamente de sus declaraciones. 

 

C. Resumen del testimonio de Anabel Hernández 

 

Hernández es periodista de investigación desde hace 23 años, y ha dedicado 16 de ellos a investigar los abusos de 

poder. Hernández también ha publicado libros sobre la corrupción en México. También ha escrito para los medios 

de comunicación mexicanos durante los últimos años, incluida la revista de noticias Proceso. 

 

En octubre de 2014, Hernández comenzó su investigación sobre la historia de los 43 estudiantes desaparecidos. 

(Ver Exh. 32, Resp't Exh. List; Exh. 2a, True Night of Iguala). Hernández utilizó sus numerosas fuentes dentro del 

gobierno mexicano, que acumuló a lo largo de su carrera, para investigar las desapariciones. Hernández llegó por 

primera vez a Iguala, y comenzó las entrevistas, a finales de octubre de 2014. 

 

A lo largo de su investigación, Hernández ha hablado con supervivientes de los incidentes del 26 de septiembre de 

2014, que han aportado fotografías y vídeos tomados con teléfonos móviles esa noche. También ha hablado con 

abogados, familiares y sobrinos de los estudiantes supervivientes, así como con otros testigos de los incidentes de 

esa noche. Ha tenido acceso a testimonios recogidos en informes policiales, sobre los conductores de autobús y 

jugadores de futbol que también fueron atacados esa noche, así como otros testigos. Testigos de los ataques, como 

Fernando Marín, Único superviviente del tercer autobús, comprobaron ante Hernández que agentes de la policía 

estatal y municipal mexicana, que habían estado vigilando los autobuses, atacaron los autobuses y a los estudiantes 

que iban dentro disparándoles. Los supervivientes también declararon que muchos de los heridos acudieron a un 

hospital cercano, pero fueron informados por una enfermera de que no podían ser atendidos. Los supervivientes 

señalaron que unos 14 militares estaban presentes en el hospital. 

 

A través de informes ministeriales y testimonios de estudiantes, Hernández comprobó que el personal militar 
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registró a los estudiantes en busca de armas, les tomaron fotos y les exigieron sus verdaderos nombres, 

amenazándoles con que no les encontrarían si no facilitaban sus verdaderos nombres. Según Hernández el 

testimonio de los militares varía mucho; algunos militares dijeron que registraban a los estudiantes, algunos 

declararon que hicieron fotos, y otros dijeron que no realizaron ninguna de esas acciones. 

 

Hernández testificó que, al final de la noche del 26 de septiembre, tres estudiantes, un conductor, un jugador de 

fútbol y un pasajero de taxi habían muerto. También hubo varios heridos, entre ellos unos 20 estudiantes, 

transeúntes y periodistas. Además, inicialmente, no se pudo identificar a 53 estudiantes; sin embargo, el número 

de desaparecidos se estableció posteriormente en 43. En la mañana del 27 de septiembre de 2014, los estudiantes 

sobrevivientes acudieron a la entidad guerrerense para presentar un reporte de la agresión. Fue ahí donde los 

periodistas en la conferencia de prensa compartieron la noticia sobre los hechos de la noche anterior. Hernández 

también verificó que la versión oficial del gobierno mexicano de los hechos, también conocida como la "verdad 

histórica", es que las fuerzas policiales locales de Iguala secuestraron a los estudiantes, y una banda local mató a 

los estudiantes. 

 

Hernández se encontró por primera vez con el Demandado cuando se encontraba en el despacho de un abogado 

que representaba a las familias de las víctimas, así como a un agente de policía de Iguala detenido. El Demandado 

también se encontraba en la oficina del abogado, y se unió a una conversación entre Hernández y el abogado, 

hablando de los incidentes. El entrevistado confirmó que los 43 estudiantes desaparecidos nunca fueron llevados 

a la Iguala comisaría de policía, incongruente con la verdad histórica. Hernández finalmente entrevistó a el 

Demandado tres veces en el transcurso de su investigación, y testificó que encontró a el Demandado creíble y 

consistente en su historia en el transcurso de esas entrevistas. 

 

Hernández ha investigado a fondo el asunto y ha descubierto que la policía federal y el ejército mexicano estuvieron 

implicados en la desaparición de los 43 estudiantes. Hernández declaró que sabía que se trataba de una acusación 

delicada, por lo que buscó la confirmación de múltiples fuentes. El 16 de diciembre de 2004, Hernández publicó 

su primer artículo en Proceso implicando al ejército mexicano en los ataques. (Véase Ex. 36, ANABEL 

HERNÁNDEZ, UNA MASACRE EN MÉXICO 225- 26 (Verso,2018).) Después de que Hernández publicara 

este artículo, el gobierno mexicano intentó desacreditarla, y emitió una orden de localización para que 

compareciera ante la Procuraduría General de la República ("PGR") en enero de 2015. 

 

Hernández también pudo obtener una copia de una auditoría legal no pública realizada por la PGR, que confinaba 

el relato del Demandado sobre la tortura de los agentes de policía detenidos. Hernández declaró que el informe y 

los exámenes documentaron: huesos fracturados, rasguños y marcas puntiagudas, consistentes con descargas 

eléctricas cerca de los genitales de varios agentes detenidos. Hernández también verificó la tortura de los agentes 

durante las entrevistas con los propios agentes detenidos. 

 

Hernández declaró que, sin hablar con el Demandado, nunca habría solicitado la documentación relativa a las 

entrevistas con personal militar sobre los sucesos del 26 de septiembre. 
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Las declaraciones del Demandado llevaron a Hernández a descubrir una gran cantidad de información que prueba 

que el ejército mexicano estuvo implicado en la masacre de los estudiantes. Hernández también declaró que su 

búsqueda no ha terminado, porque aún se desconoce quién hizo desaparecer a los estudiantes y dónde se encuentran 

ellos, o muy probablemente sus restos. 

 

IV. CARGA DE LA PRUEBA Y CREDIBILIDAD 

 
Incumbe al Demandado la carga de demostrar que tiene derecho a cualquier prestación o privilegio solicitado, y 

que debe concedérsele en ejercicio de la discrecionalidad. Véase INA § 240(c)(4)(A). Si las pruebas indican que 

pueden aplicarse uno o más de los motivos de denegación obligatoria de la solicitud de exención, el Demandado 
tendrá la carga de demostrar mediante una preponderancia de las pruebas que no se aplican dichos motivos. 

Véase 8 C.F.R. § 1240.8(d); véase también Matter of M-B-C-, 27 l&N Dec. 31 (BIA 2017). 

 

Para determinar si el Demandado ha cumplido su carga, la Corte evaluará si su testimonio es creíble, persuasivo 

y se ajusta a los hechos. Véase INA § 240(c)(4)(B). Al aplicar un enfoque basado en la "totalidad de las 

circunstancias", la Corte evalúa: 

 

la conducta, franqueza o capacidad de respuesta del solicitante o testigo, la verosimilitud 

inherente del relato del solicitante o testigo, la coherencia entre las declaraciones escritas y 

orales del solicitante o testigo... la coherencia interna de cada una de dichas declaraciones, la 

coherencia de dichas declaraciones con otras pruebas que consten en el expediente (incluidos 

los informes del Departamento de Estado sobre las condiciones del país), y cualquier 

inexactitud o falsedad en dichas declaraciones, sin tener en cuenta si una incoherencia, 

inexactitud o falsedad afecta al núcleo de la reclamación del solicitante, o cualquier otro factor 

pertinente. 

 

INA § 240(c)(4)(C). No existe presunción de credibilidad. Id. El testimonio de un Demandado suele ser suficiente 
en sí mismo para sostener la carga de la prueba del Demandado para el asilo, la retención de la expulsión y otras 

solicitudes de ayuda. Véase 8 U.S.C. § l 158(b)(l)(B)(ii) (en su versión modificada); véase también Bhattarai v. 

Lynch, 835 F.3d 1037, 1042 (9th Cir. 2016) (En virtud de la Ley REAL ID, un solicitante puede establecer su 
elegibilidad solo con su testimonio creíble, sin ninguna corroboración. 8 U.S.C. § I 158(b)(l)(B(ii).) Cuando la 

Corte lo considere necesario, deberán aportarse pruebas corroborantes, a menos que el Demandado no disponga 

de ellas y no pueda obtenerlas razonablemente. Véase Matter of S-M-J-, 21 I&N Dec. 722, 724-26 (BIA 1997); 
véase también Matter of L-A-C-, 26 l&N Dec. 516, 518 (BIA 2015). Además, en virtud de “Real ID Act”, ya 

no es necesario que las incoherencias afecten al fondo de la reclamación; sin embargo, cuando una incoherencia 
afecta al fondo de la reclamación, tiene un gran peso. Véase Shrestha v. Holder, 590 F.3d 1034, 1046-47 (9th 

Cir. 2010) (aplicación de la Ley REAL ID). 

 

Tras examinar la totalidad de las circunstancias, la Corte considera que el Demandado es creíble. En particular, 
la Corte considera que el testimonio del Demandado fue detallado, coherente y específico. En particular, los 

relatos del Demandado de los hechos reales que ocurrieron el 26 de septiembre de 2014 y los hechos que 
ocurrieron después de esa noche, incluyendo el interrogatorio del Demandado, el abuso de los agentes de policía 

detenidos y el saqueo de la casa del Demandado, fueron consistentes con las pruebas del expediente. Además, el 

relato personal del Demandado sobre lo que presenció la noche del 26 de septiembre fue corroborado y coherente 
con los descubrimientos realizados por la Sra. Hernández a través de su reportaje de investigación. Además, el 

Demandado explicó cualquier discrepancia entre su declaración escrita y su testimonio ante la Corte           a satisfacción 

de esta Corte. Dado que el testimonio del Demandado es creíble, persuasivo y específica los hechos, ha cumplido 
su carga de la prueba y la persuasión en relación con su solicitud y no necesita corroborarla más. Véase INA § 

208(b)(l)(B)(I); véase también 8 C.F.R. § 1208.13; véase también Matter of Mogharrabi, 19 l&N Dec. 439, 445 
(BIA 1987). 

-. 
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V. ASILO 

 

Para tener derecho a asilo, el extranjero debe demostrar que (1) su solicitud fue presentada a tiempo en el plazo 

de un año desde su última llegada a los Estados Unidos; (2) no está legalmente excluido de alivio; (3) es un 
refugiado en el sentido de la INA § 101 (a) (42) (A), y (4) merece asilo como una cuestión de discreción. INA § 

208(b)(l)-(2); Matter of Acosta, 19 I&N Dec. 211, 218-19 (BIA 1985), modificado por otros motivos por 

Mogharrabi, 19 I&N Dec. en 446; 8 C.F.R. § 1208.13(a). En este caso, el Demandado presentó su solicitud a 
tiempo. Llegó por última vez a los Estados Unidos en o alrededor del 20 de abril de 2015, y presentó su 

Formulario I-589 el 6 de julio de 2015. (Ver Ex. 1, Formulario I-862; ver también Ex. 4, Formulario I- 589.) Si 
bien el Demandado presentó oportunamente su solicitud, el DHS alega que se le prohíbe el alivio, ya que alega 

que existen serias razones para que la Corte crea que el Demandado cometió un delito grave, no político en 

México. Véase 8 U.S.C. § l 158(b)(2)(A)(iii). 

 
Un Demandado no es elegible para el asilo y la retención de expulsión si hay razones fundadas para creer que 
cometió un delito grave, no político, fuera de los Estados Unidos antes de su llegada. Véase id; véase también 
McMullen v. INS, 788 F.2d 591, 599 (9th Cir. 1986), anulado en parte por otros motivos por Barapind v. 
Enomoto, 400 F.3d 744, 751 n.7 (9th Cir. 2005) (en bane). La Corte interpreta que "razones fundadas para creer 
equivalen a causa probable". Go v. Holder , 640 F.3d 1047, 1052 (9th Cir. 2011) (se omiten las citas y las 
comillas internas)). El Juez de Inmigración no está obligado a sopesar la gravedad del delito contra el grado de 
persecución temido. Véase INS v. Aguirre-Aguirre, 526 U.S. 415, 432 (1999). 

 
Aquí, el Departamento afirma que el Demandado estuvo involucrado en las desapariciones de los estudiantes, 
en el sentido de que registró a los estudiantes en la Estación de Policía de Iguala. En apoyo a este argumento, el 
Departamento cita declaraciones de testigos que afirman que los estudiantes fueron llevados a la Estación de 
Policía de Iguala y fichados la noche del 26 de septiembre de 2014. Esto es contradictorio con el testimonio del 
Demandado de que los estudiantes nunca fueron detenidos ni llevados a la Comisaría de Iguala la noche del 26 
de septiembre de 2014. El Departamento señala el resumen del Informe Ayotzinapa II, que establece que "[d]e 
acuerdo con las declaraciones de varios acusados dadas a la PGR [Procuraduría General de la República], un 
grupo de estudiantes normalistas había sido llevado a estas oficinas centrales." (Ex. 60, DHS Exh. List, at Tab 
G, pg. 11.) En ese resumen, el Informe también cita declaraciones de los dos estudiantes sobrevivientes del 
ataque, quienes declararon que "observaron a los estudiantes normalistas... siendo detenidos y llevados en 
patrullas a la Comandancia de la Policía Municipal de Iguala". (Id.) Según el Informe, otros testigos declararon 
que, en la comandancia de policía, un agente de policía que montaba guardia frente a la puerta "les dijo que 
había un grupo de estudiantes normalistas detenidos allí." (Id.) 

 
El Departamento también señala otras declaraciones de testigos a lo largo del expediente que indican que los 
estudiantes estaban en la estación de policía de Iguala la noche del 26 de septiembre de 2014. (Véase Ex. 9, 
Informe Ayotzinapa I, pg. 66-67 (una declaración hecha por Oscar Rodríguez Salgado a la PGR señaló que 
habría un grupo de estudiantes normalistas llevados a la estación de policía de Iguala en al menos dos o tres 
patrullas; también una declaración del subsecretario de la Policía de Iguala señalando que había entre 12 y 16 
detenidos en la estación de policía, pero sus rostros estaban cubiertos; otras declaraciones de diversas fuentes de 
que un grupo de 16-17 estudiantes normalistas fueron llevados a celdas de detención esa noche); véase también 
Ex. 10, Entrevista con la Sra. Hernández, pág. 27 (la Sra. Hernández preguntó al Demandado si había visto la 
declaración en la que un hombre, Hugo Hernández Arias, afirmaba que el Demandado estaba hablando con 
algunos jóvenes en la comisaría de Iguala la noche del 26 de septiembre de 2014. El Demandado declaró que 
nunca habló con ningún joven en la comisaría, y que era mentira. El Demandado también declaró que interrogar 
a sospechosos no forma parte de su línea de trabajo). 

 
El Departamento de Estado señala además que el Demandado tiene una Notificación Roja activa emitida por la 
Oficina de Interpol México en la que se solicita la detención del Demandado por los delitos de asociación 
delictuosa y secuestro. (Ex. 40, Resp. Notificación Roja de Interpol; ver también Ex. 8, DHS Exh. List, Tab A, 
Orden de Aprehensión). El Departamento sostiene que Interpol no publica difusiones rojas que violen el 
"Estatuto de Interpol, que prohíbe a la Organización emprender actividades de carácter político, militar, religioso 
o racial". (Ex. 41, Sistema de difusiones internacionales.) En consecuencia, el Departamento sostiene que 
Interpol no crearía una difusión roja solicitando la ejecución de una orden de detención si el objeto de la difusión 
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roja, en este caso, el Demandado, fuera torturado o perseguido. El Departamento no ha aportado ninguna prueba 
que corrobore esta suposición. 

 
La Corte, sin embargo, no encuentra razones serias para creer que el Demandado cometió un delito grave, no 
político, en México antes de su llegada a los Estados Unidos. Véase 8 U.S.C. § 1158(b)(2)(A)(iii). Numerosas 
fuentes plausibles, incluidas las fuentes presentadas por el DHS, señalan que la verdad histórica creada -por el 
gobierno mexicano se ha desentrañado a lo largo de numerosas investigaciones sobre el incidente. (Ver Ex. 38, 
DHS Exh. List, Tab E, at pg. 45, Azam Ahmed, “Disappearance of 43 Mexican Students Must Be Investigated 
Anew”, THE NEW YORK TIMES (5 de junio de 2018); Ex. 38, DHS Exh. List, Tab F, “Mexico cannot move 
forward 'without addressing the-shadows of the past”, says UN rights chief, UN NEWS (10 de abril de 2019); 
Ex. 39, DHS Exh. List, Tab A, Mexico: El Gobierno crea un grupo de búsqueda para encontrar a los 43 
estudiantes de Ayotzinapa, EL PERIODICO (18 de abril de 2019) (Los padres de los estudiantes desaparecidos 
"pidieron que la investigación considere la posibilidad de que participen en el grupo el Ejército y la Policía 
Federal"); Ex. 1OA, Resp't Proceso Articles, Marcela Turati, La noche de Iguala: El colapso de la "verdad 
histórica" - Mitos, omisiones y mentiras de la investigación oficial, PROCESO ( 13 de septiembre de 2015); Ex. 
51, Resp't Docs, Tab A, “Reports implicate Mexico AG Office in missing students case”, EFE: CIUDAD DE 
MÉXICO (17 de diciembre de 2016); Ex. 51, Resp't Docs, Tab B,Experts ask/or new investigation into 
disappearance of 43 Mexican students, REUTERS (22 de junio de 2016). La investigación reveló que muchos 
de los relatos iniciales del incidente, que culpaban al departamento de policía local de Iguala, se obtuvieron 
mediante tortura. (Ex. 36, ANABEL HERNÁNDEZ, UNA MASACRE EN MÉXICO 237-256 (Verso, 2018); 
véase también Ex. 9 Informe Ayotzinapa I.) 

 
En consecuencia, la Corte está de acuerdo con la conclusión de la testigo experta, la Sra. Hernández, que la 
verdad histórica oficial creada por el gobierno mexicano ha sido refutada, que numerosos testigos fueron 
torturados por el gobierno mexicano, y que piezas de evidencia fueron fabricadas o plantadas en la escena del 
crimen por el gobierno mexicano con el fin de apoyar la falsa "verdad histórica." (Hr'g (4 de diciembre de 2018); 
véase también Ex. 36, ANABEL HERNÁNDEZ, UNA MASACRE EN MÉXICO 305-309 (Verso, 2018); véase 
también Ex. 9 Reporte Ayotzinapa I). La Corte también está de acuerdo con el testimonio creíble del 
Demandado, y la Sra. Hernández, de que el ejército mexicano y la Policía Federal mexicana participaron en, y 
estuvieron presentes durante los ataques, y la desaparición de los estudiantes. (Id ) Resulta inverosímil que un 
departamento de policía municipal tenga la influencia política y los recursos necesarios para organizar un 
intrincado encubrimiento y la desaparición de 43 estudiantes mexicanos. Es mucho más plausible que el gobierno 
federal mexicano y la policía federal fueran responsables de este horrible incidente. 

 
Además, la Sra. Hernández declaró que, a través de su investigación exhaustiva, todo lo que el Demandado le 
dijo ha sido confirmado, en particular que el gobierno mexicano mintió acerca de que los estudiantes 
desaparecidos fueron llevados a la estación de policía municipal en la noche del 26 de septiembre de 2014. (Id.) 
Por ejemplo, la Sra. Hernández señaló que un miembro de la Comisión Estatal de Derechos Humanos de 
Guerrero buscó en la estación de policía municipal cualquier indicio de que los estudiantes estuvieran allí, como 
cualquier cabello, saliva o ropa desechada; sin embargo, el miembro de la Comisión Estatal no encontró ninguna 
evidencia de que los estudiantes estuvieran presentes en la estación de policía. (Id.; véase también Ex. 36, 
ANABEL HERNÁNDEz, UNA MASACRE EN MÉXICO, OLERSO, 2018). La Sra. Hernández también 
declaró que una policía oficial de Iguala, Honoria Atunez Osorio, fue detenida, y supuestamente proporcionó 
una lista de quienes participaban en la delincuencia organizada, incluido el Demandado. (Hr'g (20 de mayo 
de 2019).)       La Sra. Hernández testificó que Atunez Osorio más tarde cambió su historia, y declaró que no había 
dado ningún nombre, y que había sido torturado y obligado a firmar papeles que contenían información 
desconocida para él. (Id.) 

 
Tras examinar el testimonio de la Sra. Hernández, así como varias pruebas documentales fiables presentadas 
tanto por el Demandado como por el DHS, la Corte no encuentra motivos fundados para creer que el 
Demandado cometiera un delito grave y no político en México antes de su llegada a Estados Unidos. Ver 8 
U.S.C. § 1158(b)(2)(A)(iii). Contrario al argumento del Departamento, la verdad histórica creada por el 
gobierno mexicano ha sido refutada, y el descubrimiento por parte del gobierno mexicano ha sido bien 
documentado en varios artículos periodísticos e informes, así como en el libro publicado por la Sra. Hernández. 
(Ver Ex. 1OA, Resp't Proceso Articles, Marcela Turati, The Night of lguala: El colapso de la "verdad histórica" 
- Mitos, omisiones y mentiras de la investigación oficial, PROCESO (13 de septiembre de 2015); Anexo 36, 
ANABEL HERNÁNDEZ, A MASSACRE IN MEXICO 305-309 (Verso, 2018).  
 
La Sra. Hernández, una periodista de investigación que es considerada una fuente destacada sobre la 
desaparición de los 43 estudiantes mexicanos, declaró ella misma que no tiene ninguna razón para dudar del 
testimonio del Demandado, y que todo lo que el Demandado le dijo ha sido probado consistentemente y veraz 
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a lo largo de su investigación. (Hr'g (Dic. 4, 2018).) Aunque la Corte no está obligado a encontrar creíble al 
Demandado sobre la creencia de la Sra. Hernández en su testimonio, la Corte considera que una revisión 
exhaustiva del testimonio del Demandado y las pruebas del expediente, apoyan la versión de los hechos del 
Demandado. En consecuencia, la Corte concluye que el Demandado no tiene prohibida por ley la concesión de 
asilo. 

 

A. "Refugiado" según la definición de la INA § 101(a)(42)(A) 

 

Un Demandado puede tener derecho a la condición de refugiado por haber sufrido persecución en el pasado 
o por tener fundados temores de ser perseguido en el futuro. Véase 8 C.F.R. § 1208.B(b)(l). Si el Demandado 
demuestra que ha sufrido persecución en el pasado, se presumirá que tiene fundados temores de sufrir 
persecución en el futuro. Véase id. Dicha presunción puede refutarse si el DHS demuestra mediante una 
prueba preponderante que: (1) se ha producido un cambio fundamental en las circunstancias, de modo que el 
solicitante ya no tiene un temor fundado a ser perseguido; o (2) el Demandado podría evitar la persecución 
futura trasladándose a otra parte de su país de nacionalidad o país de última residencia habitual y, en todas 
las circunstancias, sería razonable hacerlo. Véase 8 C.F.R. § 1208.13(b)(l)(i)(A)-(B). El Demandado también 
debe demostrar que la supuesta persecución o el temor fundado a ser perseguido se ha producido o se producirá 
"por motivos de raza, religión, nacionalidad, pertenencia a determinado grupo social u opiniones políticas". 
Véase INA §§ 10l(a)(42)(A), 208(b)(l)(B)(i). 

1. Persecusión en el Pasado 

Aquí, el Demandado no ha demostrado que ha sufrido persecución en el pasado, lo que requiere que un 

Demandado demuestre: (1) un daño que se eleva al nivel de persecución; (2) que fue infligido “a causa de uno de 

los motivos protegidos por la ley; y (3) fue cometido “por el gobierno o las fuerzas que el gobierno es 'incapaz 

o no está dispuesto' a controlar.” Véase Navas v. INS, 217 F.3d 646, 655-56 (9th Cir. 2000); véase también 

Rahimzadeh v. Holder, 613 FJd 916, 920 (9th Cir. 2010). Si bien no existe una definición universalmente 

aceptada de “persecución”, la BIA ha definido “persecución” como “una amenaza a la vida o la libertad de, o la 

imposición de sufrimiento o daño a, aquellos que difieren de una manera considerada ofensiva.” Acosta, 19 I&N 

Dec. en 222. Además, la “persecución” en virtud de la Ley “contempla que el daño o sufrimiento debe ser 

infligido a un individuo con el fin de castigarlo por poseer una creencia o característica que un perseguidor busca 

superar”. Id en 223. Diversas formas de violencia física, incluidas las agresiones y las palizas, equivalen a 

persecución. 

 

En este caso, el Demandado nunca sufrió ningún tipo de violencia física, como un asalto o una paliza, a manos 

de funcionarios mexicanos. En consecuencia, considerando los actos de persecución en su totalidad, y viendo el 

efecto acumulativo de todos los actos alegados, el Tribunal considera que el Demandado no ha demostrado que 

sufrió persecución en el pasado en México. Véase INA § 10l(a)(42)(A); 8 C.F.R. § 1208.13(b)(l). 

 

2. Temor fundado de persecución futura 

 

Incluso si no se constata una persecución en el pasado, un Demandado puede tener derecho a asilo debido a un 

temor fundado a una persecución furtiva. 8 C.F.R. § 1208.13(b). Un temor fundado debe ser subjetivamente 

genuino y objetivamente razonable. Véase Parada v. Sessions, 902 F.3d 901, 909 (9th Cir. 2018). Un ““temor 

bien fundado”... solo puede recibir un significado concreto a través de un proceso de adjudicación caso por caso.” 

INS v. Cardoza-Fonseca, 480 U.S. 421, 448 (1987). Un Demandado puede demostrar un temor fundado a         ser 

perseguido si (1) tiene miedo a ser perseguido en su país; (2) existe una posibilidad razonable de sufrir dicha 

persecución; y (3) no puede o no quiere regresar a ese país debido a dicho miedo. Véase 8 C.F.R. § 

1208.13(b)(2)(i). En este caso, aunque el Tribunal considera que el Demandado no ha demostrado la persecución 

pasada en México, el Tribunal considera que el Demandado ha demostrado un temor fundado de persecución 

futura en México. 

 

En primer lugar, la parte subjetiva de la prueba del temor fundado se satisface con el testimonio creíble del 

Demandado de que realmente teme sufrir daño. Véase Parada, 902 F.3d en 909; véase también Lolong v. 

Gonzales, 484 FJd 1173, 1179-79 (9th Cir. 2007) (en banc) (se encontró temor subjetivo cuando el peticionario 

describió temores y dio ejemplos específicos de incidentes violentos que involucraron a amigos y familiares). 

Volviendo al testimonio del Demandado, claramente testificó que realmente teme sufrir daños en México. (Hr’g 

(20 de noviembre de 2019); Hr’g (9 de mayo de 2016); véase también Ex. 2, Formulario I-589). El Demandado 

declaró que tiene miedo de regresar a México, ya que el ejército y la policía mexicanos todavía lo están buscando, 

y hay una orden de arresto y una ficha roja de Interpol solicitando su arresto (Ex. &, Tab A, Traducción 

Certificada de la Orden de Aprehensión; véase también Ex. 40, Resp't Notificación Roja de Interpol). El 



13  

Demandado declaró que teme ser detenido y torturado como los demás policías de Iguala para obligarlo a 

retractarse públicamente de su declaración sobre la veracidad de los hechos del 26 de septiembre. (Hr’g (9 de 

mayo de 201; véase también Ex. 4, Formulario I-589.) 

 

En segundo lugar, el criterio objetivo de la prueba puede cumplirse de dos maneras diferentes. Una forma es 

“demostrar la persecución en el pasado, dando lugar a una presunción refutable de que existe un temor fundado”. 

Ladha v. INS, 215 F.3d 889, 897 (9th Cir. 2000) (citas internas y comillas omitidas), anulado por otros motivos 

por Abebe v. Mukasey, 554 F.3d 1203, 1208 (9th Cir. 2009) (en banc). La segunda forma “es demostrar una 

buena razón para temer una futura persecución mediante la presentación de pruebas creíbles, directas y 

específicas en el expediente de los hechos que apoyarían un temor razonable de persecución.” Id. Este requisito 

puede cumplirse mediante la presentación de pruebas documentales específicas o mediante el testimonio creíble 

y persuasivo del Demandado”. Id. Además, “[i]ncluso un diez por ciento de posibilidades de persecución puede 

establecer un temor fundado”. Al-Barbi v. INS, 242 F.3d 882, 888 (9th Cir. 200 I). Un Demandado puede 

demostrar un temor fundado demostrando que ha sido objeto de persecución. Véase, por ejemplo, Marcos v. 

Gonzales, 410 F.3d 1112, 1119 (9th Cir. 2005) (el solicitante filipino demostró temor fundado basándose en 

amenazas de muerte creíbles por parte de miembros del Nuevo Ejército del Pueblo.) 

 

En este caso, el Demandado puede demostrar al menos “un diez por ciento de probabilidad de persecución”. Al-

Barbi, 242 F.3d en 888. El Demandado testificó que fue amenazado con ser detenido por el Procurador General 

de México. (Hr’g (9 de mayo de 2016).) El Demandado y los otros policías de Iguala también fueron sometidos 

a una serie de inspecciones después de la desaparición de los estudiantes. (Id.) El Demandado fue liberado, pero 

varios oficiales permanecieron bajo custodia. (Id.) En particular, varios de los 22 policías de Iguala que 

permanecieron bajo custodia, incluido el cuñado del Demandado, fueron severamente golpeados y torturados en 

un intento del gobierno mexicano de obligar a los policías a decir que los policías de Iguala eran responsables 

del secuestro y asesinato de los estudiantes. (Id.; véase también Ex. 36, ANABEL HERNÁNDEZ, UNA 

MASACRE EN MÉXICO 237-241 (Verso, 2018)). La tortura incluyó descargas eléctricas aplicadas a los 

ofendidos, genitales. (Id.) Además, el Demandado fue puesto en licencia administrativa de su cargo. (Hr’g (27 

de octubre de 2015).) Durante este tiempo, la casa de la madre del Demandado fue saqueada, y registrada por la 

policía militar mexicana en busca del Demandado. (Ex. 9, Informe Ayotzinapa I, pág. 65.) La policía militar 

también amenazó a la familia del Demandado a punta de pistola. (Id.) Incluso después de que el Demandado se 

fuera a vivir con su hermano, la policía estatal mexicana y los militares continuaron observando y patrullando la 

casa de su madre. (Se estacionaron frente a su casa, tomaron fotografías de la casa e interrogaron a los vecinos 

sobre el Demandado y su paradero. (Id.) En el Informe Ayotzinapa I, en el que se entrevistó al Demandado, 

cuando éste se presentó en la oficina del Secretario Público Federal, la presencia de miembros del ejército se 

hizo más frecuente en su residencia. (Id.) 

 

Por último, el Demandado no quiere o no puede regresar a México. El Demandado ha expresado su temor a morir 

o a sufrir lesiones corporales si regresa a México. (Id.) El Demandado declaró que teme ser detenido y torturado, 

ya que muchos de sus compañeros policías de Iguala han sufrido esta suerte a manos de la policía militar 

mexicana. (Id.) 

 

a. Cambio de Circunstancias 

El gobierno puede refutar la presunción de un temor bien fundado demostrando “por una preponderancia de la 

evidencia” que ha habido un “cambio fundamental en las circunstancias de tal manera que el solicitante ya no 

tiene un temor bien fundado.” 8 C.F.R. §§ 1208.13(b)(I)(i) -(ii); véase también Singh v. Whitaker, 914 F.3d 654 

(9th Cir. 2019); véase también Kamalyan v. Holder, 620 F.3d 1054, 1057 (9th Cir. 2010) (para refutar la 

presunción de un temor fundado, el gobierno debe demostrar por una preponderancia de la evidencia que un 

cambio fundamental en las condiciones del país ha disipado cualquier temor fundado). Para cumplir con su carga 

de conformidad con 8 C.F.R. § 208.13(b)(l), el gobierno está “obligado a presentar pruebas que, sobre una base 

individualizada, refuten los motivos específicos de un solicitante en particular para su temor fundado de 

persecución futura”. Popova v. INS, 273 FJd 1251, f259 (9th Cir. 2001). Por lo tanto, el gobierno “debe 

proporcionar un análisis individualizado de cómo el cambio de condiciones afectará a la situación específica del 

peticionario.” Lopez v. Ashcroft, 366 F.3d 799, 805 (9th Cir. 2004) (se omiten la cita y las marcas de citación 

interna); ver también Parada v. Sessions, 902 F.3d 901, 912 (9th Cir. 2018) (“[E]l IJ debe hacer una 

'determinación individualizada' de cómo el cambio de circunstancias afecta la situación específica del 

extranjero.”). 

 

En el caso que nos ocupa, el Departamento argumenta que el gobierno mexicano está reabriendo la investigación 

de los 43 estudiantes desaparecidos y liberando a los sospechosos encarcelados acusados en la investigación 



14  

inicial. (Hr’g (18 de diciembre de 2019); ver también Ex. 60, DHS Exh. List) En apoyo a esta posición, el DHS 

presentó artículos que afirman que el Procurador General de México estará “[a]briendo una nueva investigación” 

sobre las desapariciones de los estudiantes ya que el nuevo Presidente de México, Andrés Manuel López ha 

tomado el poder. (Ex. 60, DHS Exh. List; Mexico missing students: New investigation ordered, BBC, 19 de 

septiembre de 2019). El Procurador General planea investigar también a los funcionarios que manejaron la 

investigación original “para que aquellos ‘que habían fallado en sus deberes’ puedan ser responsabilizados. (Id.; 

ver también Ex. 60, DHS Exh. List Tab D, Mexico targets former attorney general inprobe of missing students 

case, REUTERS, 15 de septiembre de 2019). El Departamento también señala que, a principios de septiembre 

de 2019, un sospechoso clave en el caso, un líder de la pandilla Guerreros Unidos, fue liberado porque había sido 

torturado durante su detención. (Ex. 60, DHS Exh. List; México estudiantes desaparecidos: New investigation 

ordered, BBC, 19 de septiembre de 2019). De las “142 personas detenidas en relación con el caso, solo 65” 

permanecen bajo custodia a partir del 16 de septiembre de 2019. (Ex. 60, DHS Exh. List, Tab F, Mexico missing 

students: Anger at suspects' release, BBC). 

 

Sin embargo, el Departamento no presentó pruebas que “de manera individualizada” refutaran los motivos 

específicos del Demandado para su temor fundado de ser perseguido en el futuro. Ver López, 366 F.3d en 805. 

Aunque el Departamento presenta pruebas respecto a la liberación de sospechosos involucrados en la 

investigación original, el expediente no contiene ninguna prueba  que indique  o lleve a  presumir que  el 

Demandado no sería arrestado o torturado a su regreso a México. El Tribunal observa que, a pesar de la 

afirmación del Departamento de que el gobierno mexicano está liberando a los individuos que fueron vistos 

como involucrados en las desapariciones de los estudiantes en la investigación original, aún existe una orden de 

arresto activa en contra del Demandado, así como una ficha roja de Interpol solicitando su arresto. (Ver Ex. 8, 

Tab A, Traducción Certificada de la Orden de Aprehensión; ver también Ex. 40, Ficha Roja de Interpol 

Respetada). 

 

Además, el Departamento no presenta pruebas de que el gobierno mexicano no encarcelaría o torturaría a el 

Demandado, la principal denunciante que inicialmente sacó a la luz la participación del gobierno mexicano en la 

desaparición de los estudiantes. (Ver Ex. 60, DHS Exh. List, Tab F, Mexico missing students: Anger at suspects' 

release, BBC). En lugar de ello, el Departamento pide al Tribunal que se base en amplia información relativa a 

varios policías locales no identificados para llegar a una conclusión no fundamentada de que el Demandado, 

actor principal en la investigación original, no sería encarcelado, torturado o dañado a su regreso a México. 

Todos los policías que fueron liberados por el juez mexicano Samuel Ventura son individuos anónimos 

agrupados en un grupo singular: policías locales. (Id ) Sólo un individuo fue específicamente identificado y 

nombrado en los artículos de noticias proporcionados por el DHS, Gildardo López Astudillo, un hombre 

sospechoso de ser el líder de la banda que ordenó el asesinato de los estudiantes. (Id.) En contraste, el nombre 

del Demandado ha sido publicado y mencionado numerosas veces en referencia a la desaparición de los 

estudiantes, incluyendo varias menciones en el libro publicado por la Sra. Hernández. (Ver Ex. 36, ANABEL 

HERNÁNDEZ, UNA MASACRE EN MÉXICO 77, 166:85, 304-09, 338 (Verso, 2018). De hecho, la sra. 

Hernández declaró que el Demandado “se convertiría en un elemento clave para desvirtuar la versión oficial de 

los hechos por parte del Estado.” (Id, en pág. 166.) 

 

El Demandado también ha sido nombrado en varias publicaciones y artículos de noticias importantes que 

informan sobre el incidente, como un artículo de noticias PROCESO del 14 de junio de 2015 que se centró por 

completo en una entrevista exclusiva con el Demandado sobre los acontecimientos del 26 de septiembre de 2014. 

(Ex. 17, Resp't Submission of Proceso News Magazine Articles, en Tab A, The Ayotzinapa Case: New 

testimonies refute the official history, PROCESO Jun. 14, 2015). El Demandado también fue entrevistado para 

el Informe Ayotzinapa, que fue completado por un Grupo Interdisciplinario de Expertos Independientes. (Ex. 9, 

Informe Ayotzinapa I, pg. 65-66.) Una vez más, el Demandado fue mencionado por su nombre, y su testimonio 

fue detallado dentro del propio informe. (Id.) Aunque el gobierno mexicano ha liberado a oficiales de la policía 

local mexicana, el DHS no ha proporcionado ninguna indicación de que el Demandado, actor principal y 

denunciante inicial de la participación del gobierno mexicano, no sería blanco del gobierno mexicano a su 

regreso. De hecho, tanto la orden de detención mexicana del Demandado como la ficha roja de Interpol indican 

que el Demandado sería encarcelado a su regreso a México si fuera expulsado. 

 

A la luz de los actos previos de tortura del gobierno mexicano contra los sospechosos acusados de la desaparición 

de los estudiantes, así como de la condición particular del Demandado como principal denunciante, el Tribunal 

considera que el Demandado ha demostrado un temor bien fundado a ser perseguido en el futuro en México. El 

Demandado ha demostrado tanto un temor subjetivo como objetivo de persecución en México, y ha demostrado 

su falta de voluntad o incapacidad para regresar a México. Adicionalmente, el Departamento no ha demostrado 

“por preponderancia de pruebas” que haya habido un “"cambio fundamental en las circunstancias” en México, 
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de tal manera que el Demandado ya no tenga un temor fundado. Ver Singh, 914 FJd en 654. Por lo tanto, incluso 

si el Demandado no ha demostrado la persecución en el pasado, el Tribunal considera que sigue siendo elegible 

para el asilo. 8 C.F.R. § 1208.13(b). 

 

3. Por motivos de persecución 

Además de demostrar un perjuicio que alcance el nivel de persecución, el Demandado tiene la carga de demostrar 

que “la raza, la religión, la nacionalidad, la pertenencia a un determinado grupo social o las opiniones políticas 

fueron o serán al menos uno de los motivos principales de la persecución”. 8 U.S.C. § 1158(b)(l)(B)(i) (énfasis 

añadido). 

 

(Un) motivo es una "razón central" si el perseguidor no hubiera perjudicado al solicitante de no 

existir dicho motivo. Del mismo modo, un motivo es una "razón central" si ese motivo, por sí solo, 

habría llevado al perseguidor a perjudicar al solicitante... (La) persecución puede ser causada por 

más de una razón central, y un solicitante de asilo no necesita probar cuál fue la razón dominante. 

No obstante, para demostrar que un motivo protegido fue "al menos un motivo central" de la 

persecución, el solicitante debe probar que dicho motivo fue una de las causas de los actos de los 

perseguidores. 

 

Parussimova v. Mukasey, 555 F.3d 734, 741 (9th Cir. 2009); véase también Bringas-Rodriguez v. Sessions, 850 

F.3d 1051, 1062 (9th Cir. 2017) (en bane); Regalado-Escobar v. Holder, 717 F.3d 724, 732 (9th Cir. 2013) ("En 

virtud de la Ley REAL ID, el solicitante tiene la carga de demostrar el nexo demostrando que un motivo protegido 

fue "una razón central" de su persecución"); Zetino v. Holder. 622 F.3d 1007, 1015 (9th Cir. 2010) ("La Ley 

REAL ID de 2005 impone una carga sobre Zetino demostrar que uno de los cinco motivos protegidos será al 

menos una razón central de su persecución."). 

 

La denuncia de la corrupción gubernamental por parte de un denunciante "puede constituir una actividad política 

suficiente para fundamentar la persecución por motivos de opinión política". Grava v. INS, 205 FJd 1177, 1181 

(9th Cir. 2000) (policía filipino y funcionario de aduanas); véase también Khudaverdyan v. Holder, 778 FJd 

1101, 1106(9th Cir. 2015)(aplicando la Ley REALID); Baghdasaryan v. Holder, 592 F.3d 1018, 1024 (9th Cir. 

2010) (aplicación anterior a la Ley REAL ID) ("Denunciar la corrupción gubernamental es una expresión de 

opinión política"). Para determinar si la denuncia de un Demandado "constituye una opinión política protegida, 

la "cuestión principal" es si las acciones del individuo están 'dirigidas contra una institución de gobierno, o sólo 

contra individuos cuya corrupción fue aberrante". Véase Khudaverdyan, 778 F.3d en 1106; véase también Grava, 

205 F.3d en 1181. Sin embargo, "(c)uando la presunta corrupción está inextricablemente entrelazada con el 

funcionamiento gubernamental, la exposición y persecución de tal abuso de la confianza pública es 

necesariamente política". Grava, 205 F.3d en 1181. 

 

"Para ser considerado denunciante, [el denunciado] no estaba obligado a exponer la corrupción gubernamental 

al público en general. Bastaba con que [él] demostrara que sufrió represalias por actuar contra la corrupción 

gubernamental". Fedunyak v. Gonzales, 477 F.3d 1126, 1129 (9th Cir. 2007) (solicitud anterior a la Ley REAL 

ID); véase también Pérez-Ramírez v. Holder, 648 F.3d 953, 956 (9th Cir. 2011) ("La denuncia por parte de un 

empleado del gobierno contra funcionarios públicos involucrados en corrupción 'puede constituir una actividad 

política suficiente para formar la base de la persecución por motivos de opinión política' a los efectos de una 

solicitud de asilo." (citando Grava, 205 F.3d en 1177)), anulado por otros motivos por Maldonado v. Holder, 786 

F.3d 1155, 1163-64 (9th Cir. 2015) (en bane). 

 

El testimonio creíble e incontrovertido de un Demandado en cuanto a las motivaciones del perseguidor puede ser 

suficiente para establecer el nexo. Véase, por ejemplo, Antonyan v. Holder, 642 F.3d 1250, 1254 (9th Cir. 2011); 

véase también Shoafera v. INS, 228 F.3d I070, 1074-75 (9th Cir. 2000) (solicitante etíope estableció a través de 

su testimonio creíble y el testimonio de testigos que el agresor estaba motivado para violarla basado, en parte, en 

su etnia Amhara). Además, la prueba directa de la motivación puede consistir en pruebas relativas a declaraciones 

hechas por el perseguidor al Demandado, o por el Demandado al perseguidor. Véase, por ejemplo,  Kebede v. 

Ashcroft, 366 F.3d 808, 812 (9th Cir. 2004) (los soldados declararon que la violación se debió a la posición de 

la familia de Kebede en el régimen etíope anterior); véase también Duarte de Guinac, 179 F.3d en 1162 

(señalando que la motivación fue por motivos étnicos cuando la persecución fue "acompañada de expresiones 

explícitas de odio étnico"). 

 

En este caso, el Demandado afirma que su opinión política como denunciante de la participación del gobierno 

mexicano en la desaparición de los 43 estudiantes fue al menos una razón central de su persecución. Véase, por 
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ejemplo, INA §208(b)(l)(B)(i). (Véase también Ex. 4, Formulario I-589.) En apoyo de su afirmación, el 

Demandado testificó de manera creíble que informó a la periodista de investigación Sra. Hernández de los 

acontecimientos reales de la noche del 26 de septiembre de 2014. (Hr'g (26 de octubre de 2015).) Pruebas 

sustanciales apoyan la conclusión de la Corte de que el Demandado era un denunciante. La Sra. Hernández 

entrevistó por primera vez al Demandado en octubre de 2014, y luego en múltiples ocasiones después de eso. 

(Hr'g (6 de diciembre de 2018); véase también Ex. 10, Resp't Interview). La Sra. Hernández testificó que el 

testimonio del Demandado fue la primera vez que un testigo presencial habló sobre los hechos verídicos del 26 de 

septiembre de 2014, y que antes del testimonio publicado del Demandado en diciembre de 2014, nadie había 

cuestionado la "verdad histórica" presentada por el gobierno mexicano. (Hr'g (Dic. 6, 20 18).) La Sra. Hernández 

también declaró que la declaración inicial del Demandado abrió una línea de investigación para ella, y que el 

Demandado "se convertiría en un elemento clave para derribar la versión oficial de los hechos del Estado." (Ver 

Ex. 36, ANABEL HERNÁNDEZ, A MASSACRE IN MEXICO 166 (Verso, 2018).) 

 

El Demandado también declaró de forma creíble que sufrió amenazas y que tiene un temor fundado a futuras 

persecución en México como el denunciante inicial de las acciones del gobierno mexicano el 26 de septiembre 

de 2014. (Id.) El Demandado testificó que fue amenazado con ser detenido por un representante de la 

Procuraduría General de la República de México para ser interrogado durante la investigación inicial. (Hr'g (9 

de mayo de 2016).) El Demandado declaró que él, y otros policías de Iguala, fueron llevados a las oficinas de la 

policía estatal por las fuerzas del orden locales. (Id.) En la oficina de la policía estatal, todos los policías de Iguala 

fueron sometidos a una prueba de residuos de pólvora. (Id.) Al Demandado se le dijo que había una investigación 

en curso, y fue entrevistado por el representante del Procurador General de México sobre la desaparición de los 

estudiantes. (Id.) El Demandado también fue obligado a someterse a pruebas similares, incluyendo una prueba de 

residuos de pólvora y la toma de sus huellas dactilares. (Sin embargo, antes de que el Demandado saliera de la 

estación de policía estatal, el Demandado declaró que un representante del Procurador General de la República 

lo amenazó. (Id.) El representante le dijo a Demandado que tal vez no lo detendría hoy, pero que eventualmente 

lo detendrían. (Id.) El representante declaró que no le gustó el comportamiento del Demandado en la entrevista, 

específicamente que cuestionó el conocimiento del representante sobre la situación que involucraba a los 

estudiantes desaparecidos. (Id.) 

El 2 de octubre de 2014, policías estatales mexicanos vestidos de c i v i l registraron y saquearon la casa de la 

madre del Demandado. (Ex. 9, Informe Ayotzinapa I, pág. 65; ver también Hr'g (9 de mayo de 2016)). Los agentes 

de la policía estatal amenazaron a la madre de Demandado y a sus otros familiares a punta de pistola, y golpearon 

a uno de sus familiares con una pistola, confundiendo al familiar con Demandado. (Hr'g (9 de mayo de 2016.) 

Los agentes de policía preguntaron por el paradero del Demandado durante el registro. (Id.) Los agentes de 

policía también amenazaron a la familia del Demandado con sus pistolas. (Id.) Los agentes también se llevaron 

varias pertenencias de Demandado, como pantalones y camisas nuevas, y robaron parte del dinero de la madre de 

Demandado. (Id.) El Demandado no estaba presente durante este registro, pero su madre le informó 

posteriormente del registro. (Id.) 

Incluso después de que Demandado se fuera a vivir con su hermano durante aproximadamente tres meses, la 

policía estatal mexicana y el ejército continuaron observando la casa de su madre. Se estacionaron frente a su 

casa, tomaron fotografías de la misma e interrogaron a los vecinos sobre el paradero del Demandado. (Id ) En el 

Informe Ayotzinapa, en el que se entrevistó al Demandado, éste declaró que cuando se presentó en la oficina del 

Secretario de la Función Pública Federal, la presencia de miembros del ejército se hizo más :frecuente en su 

residencia. (Id.) 

En diciembre de 2014, la Sra. Hernández publicó su artículo "La verdadera noche de Iguala" en la revista Proceso, 

que exponía "varias falsedades" en la "verdad histórica_" original. (Véase Ex. 36, ANABEL HERNÁNDEZ, 

UNA MASACRE EN MÉXICO 225-26 Verso, 2018). En este artículo, la Sra. Hernández publicó un artículo 

sobre el primer testimonio del Demandado. (Id., en pág. 305.) La Sra. Hernández escribió en su libro que 

inmediatamente después de la publicación del artículo, el Procurador General de México emitió una orden de 

arresto contra Demandado alegando que él había interrogado a los estudiantes, y que estaba trabajando con los 

Guerreros Unidos. (Id , en pg. 305-06.) En realidad, sin embargo, el Demandado "fue el primer testigo en afirmar 

que el Ejército estaba de hecho en las calles durante los ataques de esa noche...". (Id , en pg. 306.) La Sra. 

Hernández también testificó que, después de que publicó su artículo de diciembre de 2014 con el testimonio del 

Demandado, este comenzó a ser perseguido, al igual que otro funcionario público de Iguala con quien la Sra. 

Hernández también había hablado. (Hr'g (6 de diciembre de 2018).) La Sra. Hernández declaró  que la vida del 

Demandado está en peligro. (Id.) 
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A la luz del testimonio creíble del Demandado sobre las circunstancias que demuestran el daño al que se enfrenta 

en México, el Tribunal considera que el Demandado ha demostrado que se enfrenta a la perspectiva de 

persecución debido a un motivo protegido, a saber, su opinión política como denunciante de la implicación del 

gobierno mexicano en las desapariciones de los 43 estudiantes. Ver INA § 10l(a)(42)(A); véase, por ejemplo, 

Kebede, 366 F.3d en 812; véase, por ejemplo, Duarte de Guinac, 179 F.3d en 1162; véase también Navas, 217 

F.3d en 646. El Demandado ha sido amenazado debido a sus cuestionamientos al Procurador General de la 

República con respecto a la investigación de los estudiantes desaparecidos, y el Demandado ha sido rastreado 

y vigilado por el gobierno mexicano, particularmente después de hablar con la prensa internacional. (Hr'g (9 

de mayo de 2016); véase también Ex. 36, ANABEL HERNÁNDEZ, UNA MASACRE EN MÉXICO 225-26 

(Verso, 2018). El gobierno mexicano incluso llegó a emitir una orden de arresto y una notificación roja de 

Interpol para el Demandado. (Ex. 8, Tab A, Traducción Certificada de la Orden de Aprehensión; véase también Ex. 

40, Notificación Roja de Interpol Resp.). En consecuencia, el Tribunal considera que el Demandado ha 

demostrado que se enfrenta a la posibilidad de persecución por un motivo protegido. Véase INA § 101(a)(42)(A); 

8 C.F.R. § 1208.13(b)(l). 

a. Grupo Social Particular 

 

De manera alternativa, incluso si el Demandado no ha establecido que se enfrenta a la perspectiva de una futura 

persecución a causa de su opinión política como denunciante, el Tribunal consideraría que el Demandado ha 

establecido que se enfrenta a una futura persecución a causa de su pertenencia a un grupo social particular 

("PSG"). Aquí, el Demandado alega que enfrenta persecución futura debido a su pertenencia a un PSG 

reconocible, que el Tribunal interpreta como "denunciantes de la "verdad histórica" fabricada por el gobierno 

mexicano con respecto a las desapariciones de los 43 estudiantes el 26 de septiembre de 2014". 

Al reclamar la pertenencia a un PSG, un Demandado debe demostrar que el supuesto grupo es cognoscible y que 

él es, de hecho, miembro de ese grupo. Véase Matter of A-B-, 27 I&N Dec. 316, 318-20 (AG 2018) (anulando 

Matter of A-R-C-G-, 26 I&N Dec. 338 (BIA 2014)); Matter of W- G-R-, 26 I&N Dec. 221-23 (BIA 2014). Para 

ello, el Demandado debe demostrar que el grupo del que reclama ser miembro está: "(1) compuesto por miembros 

que comparten una característica común inmutable, (2) definido con particularidad, ar.d (3) socialmente distinto 

dentro de la sociedad en cuestión." Asunto de M-E-V-G-, 26 I&N Dec. 227, 237 (BIA 2014). Una característica 

común inmutable es aquella que es tan fundamental para la identidad o la conciencia de cada miembro del grupo 

que no puede o no debe cambiarse; puede ser una característica innata, como el sexo o la relación familiar, o una 

experiencia pasada compartida. Véase Acosta, 19 I&N Dec. en 222. "[Un] grupo social particular' es aquel unido 

por una asociación voluntaria, incluida una asociación anterior, o por una característica innata que es tan 

fundamental para las identidades o conciencias de sus miembros que no se puede o no se debe exigir a los 

miembros que la cambien" Henriquez-Montiel v. INS, 225 F.3d 1084, 1092-93 (9th Cir. 2000) (los homosexuales 

mexicanos con identidad sexual femenina constituyen un grupo social particular), anulado por otros motivos por 

Thomas v. Gonzales, 409 F.3d 1177 (9th Cir. 2005) (en banc). La particularidad requiere que el grupo sea 

"discreto y tenga límites definibles" en lugar de ser "amorfo, amplio, difuso o subjetivo". W-G-R-, 26 I&N Dec. 

en 214. La distinción social requiere que el grupo sea "percibido como un grupo por la sociedad". M-E-V-G-, 26 

I&N Dec. en 240. 

Una vez que el Demandado ha establecido la existencia de un grupo social particular cognoscible, debe  demostrar 

que es miembro del grupo delimitado. Véase W-G-R-, 26 I&N Dec. en 221-23. A continuación, el Demandado 

debe demostrar que la persecución alegada fue infligida "a causa de'su pertenencia a dicho grupo. Véase 8 C.F.R. 

§ 1208.16(b). Para cumplir con su carga de la prueba, debe aportar alguna prueba, directa o circunstancial, de que 

el motivo del perseguidor para perjudicarle surgió del motivo protegido alegado. Véase Matter of N-M-, 25 l&N 

Dec. 526, 529 (BIA 2011). 

En este caso, el Tribunal considera que el Demandado ha demostrado que es miembro de un PSG reconocible. 

Ver A-B-, 27 I&N Dec. en 318-20. El PSG propuesto por el Demandado contiene miembros que comparten 

características comunes e inmutables, se definen con particularidad y el grupo es socialmente reconocible. En 

primer lugar, el PSG cuenta con miembros que comparten una experiencia común: manifestarse en contra del 

encubrimiento por parte del gobierno mexicano de las desapariciones de los 43 estudiantes. Acosta, 19 I&N Dec. 

en 222; véase también Henriquez-Montiel, 225 F.3d en 1092-93. Además, el PSG se define con particularidad, y 

no es "amorfo, demasiado amplio, difuso o subjetivo". W-G-R-, 26 I&N Dec. En 214. Por último, aunque 

el PSG no es literalmente visible, el grupo sigue siendo "socialmente distinto". Véase M- E-V-G-, 26 I&N Dec. 
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en  227, 238. El Demandado fue anteriormente magistrado en el Departamento de Policía de Iguala, y desempeñó 

muchas funciones en el Departamento de Policía, tales como registrar a las personas detenidas y acusadas de un 

d e l i t o , y documentar la información de un detenido en el registro oficial del Departamento de Policía de Iguala. 

Además, el Demandado ha sido identificada por su nombre en varias publicaciones que identifican a el 

Demandado por poner en duda la "verdad histórica", e identificar el encubrimiento de la desaparición por parte 

del gobierno mexicano. (Ver Ex. 36, ANABEL HERNÁNDEZ, UNA MASACRE EN MÉXICO 77, 166, 185, 

3009, 338 (Verso, 2018); ver también Ex. 17, Resp't Submission of Proceso News Magazine Articles, at Tab A, 

The Ayotzinapa Case: New testimonies refute the official history, PROCESO Jun. 14, 2015; ver también Ex. 9, 

Aytozinapa Report I, pg. 65-66). 

El Demandado ha proporcionado pruebas de que el motivo del gobierno mexicano para lastimarlo surgió de su 

motivo protegido afirmado. Ver N-M-, 25 l&N Dec. en 529. El Demandado testificó de manera creíble que fue 

amenazado con ser detenido por un representante de la Procuraduría General de la República por cuestionar la 

investigación inicial del gobierno mexicano sobre las desapariciones de los estudiantes. (Hr'g (mayo 9, 2016).) 

Además, agentes de la policía estatal mexicana vestidos de civil registraron y saquearon la casa de la madre del 

Demandado. (Ex. 9, Informe Ayotzinapa I, pg. 65; ver también Hr'g (mayo 9, 2016).) Los policías estatales 

armados también amenazaron a la familia del Demandado a punta de pistola, y los oficiales tomaron varias de las 

pertenencias del Demandado, tales como pantalones y camisas nuevas, y robaron el dinero de la madre de 

Demandado. (Hr'g (9 de mayo de 2016).) Además, incluso después de que el Demandado se fue a vivir con su 

hermano durante aproximadamente tres meses, la policía estatal mexicana y los militares continuaron observando 

la casa de su madre. (Id.) 

La Sra. Hernández escribió en su libro que inmediatamente después de la publicación de su artículo de diciembre 

de 2014 en Proceso, el Procurador General de México emitió una orden de arresto contra el Demandado alegando 

que había interrogado a los estudiantes, y que estaba trabajando con los Guerreros Unidos. (Véase Ex. 36, 

ANABEL HERNÁNDEZ, UNA MASACRE EN MÉXICO 305-- 06 (Verso, 2018)). 'La Sra. Hernández 

también testificó que, después de que publicara su artículo de diciembre de 2014 en el que aparecía el testimonio 

del Demandado, esta comenzó a ser seguida, al igual que otro funcionario público al que la Sra. Hernández 

también le había hablado. (Hr'g (6 de diciembre de 2018).) 

En consecuencia, en la alternativa, el Tribunal considera que el Demandado había demostrado pertenencia a un 

PSG cognoscible de "denunciantes de la "verdad histórica" fabricada por el gobierno mexicano en relación con 

las desapariciones de los 43 estudiantes el 26 de septiembre de 2014." El Demandado también ha demostrado 

que su temor bien fundado de persecución futura es "a causa de' su pertenencia a ese grupo". Véase 8 C.F.R. § l 

208. 16(b). Como resultado, este Tribunal concluye que el Demandado ha cumplido con su carga de establecer 

su elegibilidad para el asilo basado en su temor fundado de futura 

4. Si el Gobierno no puede o no quiere controlar la acusación 

 

Un Demandado debe demostrar además que la persecución que sufrió fue a manos del gobierno o por personas 

que el gobierno no puede o no quiere controlar. Acosta, 19 I&N Dec. en 222. En otras palabras, la persecución 

debe ser infligida bajo la sanción del gobierno o por grupos que el gobierno no puede o no quiere controlar. 

Véase Baghdasaryan v. Holder, 592 F.3d 1018, 1023 (9th Cir. 2010); véase también Rahimzadeh v. Holder, 613 

F.3d 916, 923 (9th Cir. 2010) (pruebas sustanciales apoyaron la determinación de que las autoridades holandesas 

estaban dispuestas y eran capaces de controlar a los extremistas que atacaban al extranjero); véase también Desir 

v. flchert, 840 F.2d 723, 727-28 (9th Cir. 1988) (persecución por parte de la fuerza de seguridad haitiana cuasi 

oficial). 
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Además, cuando un gobierno es responsable de la persecución, no es necesario investigar si el Demandado 

solicitó ayuda a la policía. Véase Baballah v. Ashcroft, 367 F.3d 1067, 1078 (9th Cir. 2004); véase también Boer-

Sedano v. Gonzales, 418 F.3d 1082, 1088 (9th Cir. 2005). En los casos en que el Demandado no presentó una 

denuncia, no existe un requisito de carga de la prueba intensificada. Bringas-Rodríguez v. Sessions, 850 F.3d 1051, 

1069-70 (9th Cir. 2017) (en banc). 

El Demandado también ha cumplido con su carga de demostrar el requisito del nexo gubernamental con su 

supuesta persecución. El Tribunal ha encontrado creíble al Demandado, y el Tribunal encuentra a través de sus 

experiencias acumuladas que el Demandado ha establecido que teme una futura persecución a causa de su 

opinión política como denunciante a manos del gobierno mexicano. (Ex. 4, Fonn I-589; véase también Hr'g (9 de 

mayo de 2016).) Específicamente, el Demandado testificó que el ejército mexicano y la policía estatal son 

responsables de su temor a una futura persecución. (Id.) 

El Demandado testificó que fue amenazado con ser detenido por un representante de la Procuraduría General de 

la República después de cuestionar la investigación del gobierno mexicano sobre las desapariciones de los 

estudiantes. (Hr'g (9 de mayo de 2016).) La casa de la madre del Demandado también fue saqueada y registrada 

por agentes de la policía estatal mexicana. (Id.) Las oficinas amenazaron a la familia del Demandado a punta de 

pistola, y también robaron varias de las pertenencias del Demandado, así como el dinero de su madre durante el 

registro. (Id.) El Demandado declaró que los policías mexicanos continuaron buscando al Demandado observando 

y patrullando su  casa, incluso después de que el Demandado se fuera a vivir con su hermano. (Id) Además, el 

Demandado declaró que cuando se presentó en la oficina del Secretario Público Federal, la presencia de 

miembros del ejército se hizo más frecuente en su residencia. (Ex. 9, Informe Ayotzinapa I, pág. 65.) 

En general, las pruebas que constan en el expediente demuestran que la persecución que sufrió el Demandado 

fue a manos del Gobierno mexicano, concretamente por parte del ejército mexicano y de  la policía estatal. Por 

lo tanto, el Demandado ha cumplido con su carga de demostrar que es más probable que no que sufra futuras 

amenazas a su vida o libertad a manos del gobierno o de fuerzas que el gobierno no puede o no quiere controlar. 

En consecuencia, el Demandado ha demostrado un temor fundado a ser perseguido en el futuro por el gobierno 

mexicano por un motivo protegido. Véase INA § 101(a)(42)(A); 8 C.F.R. § 1208.13(b)(l). 

B. Discreción 

 

Una vez que el Demandado haya demostrado que cumple los requisitos legales para que se le conceda  asilo, 

deberá demostrar además que merece tal exención como cuestión discrecional. INA § 240(c)(4); 8 C.F.R.§ 

1240.&(d); véase también Kalubi v. Ashcroft, 364 F.3d 1134, 1137 (9th Cir. 2004). Aquí, el Tribunal considera 

que el Demandado merece un ejercicio favorable de la discreción. El Demandado  testificó de manera creíble sobre 

su temor de regresar a México. El Tribunal cree que el Demandado teme sinceramente por su vida en México, y 

encuentra que las consideraciones humanitarias generales    mitigan a favor del Demandado. Véase id. Además, el 

Tribunal considera que el Demandado es capaz   de encontrar empleo y convertirse en un miembro activo de la 

sociedad en los Estados Unidos. Por último, el Demandado no ha participado en ninguna actividad que indique 

que no sería un miembro deseable de la sociedad. Véase supra§§ II, III. Aunque existe una orden de detención 

activa contra el Demandado, así como una ficha Roja de Interpol, el Tribunal considera que la emisión de estas 

notificaciones tuvo una connotación política, y cree que el Demandado está en la mira del gobierno mexicano 

debido a su opinión política como denunciante de la participación del gobierno mexicano en las desapariciones 

de los estudiantes. En consecuencia, el Tribunal concluye que el Demandado merece un ejercicio favorable de 

la discreción. Véase INA § 240(c)(4)(A). 
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VI. SUSPENSIÓN DE EXPULSIÓN BAJO LA INA § 24l(b)(3) 

 

Dado que el Tribunal concede la solicitud de asilo del Demandado en virtud de INA § 208, el Tribunal  no abordará 

la solicitud concurrente del Demandado de retención de la expulsión en virtud de INA § 241(b)(3) y mantendrá 

en suspenso la decisión sobre la solicitud del Demandado de dicha retención. Ver Mogharrabi, 19I&N Dec. en 

449; ver también INSv. Bagamasbad, 429 U.S. 24, 25 (1976). 

VII. PROTECCIÓN EN VIRTUD DE LA CONVENCIÓN CONTRA LA TORTURA  

Dado que el Tribunal concede la solicitud de asilo del Demandado en virtud del artículo 208 de la INA, el 

Tribunal no abordará la solicitud concurrente del Demandado de protección en virtud de la Convención contra la 

Tortura ("CAT"). El Tribunal mantendrá en suspenso la decisión sobre la solicitud de protección del Demandado 

en virtud de la CAT. 

VIII. CONCLUSIÓN 

 

Por las razones expuestas, el Tribunal considera que el Demandado goza de credibilidad, que ha demostrado su 

derecho al asilo y que se le concede una exención de forma discrecional. Véase INA § § 208(a), 24l(b)(3). Dado 

que el Tribunal concede la solicitud de asilo del Demandado, dejará en suspenso su solicitud concurrente de 

suspensión de la expulsión y de protección en virtud de la Convención contra la Tortura y Otros Tratos o Penas 

Crueles, Inhumanos o Degradantes. Véase Moghal "rabi, 19I&N Dec. en 449; véase también Bagamasbad, 429 

U.S. en 25 ("Por regla general, los tribunales y los organismos no están obligados a formular conclusiones sobre 

cuestiones cuya decisión es innecesaria para los resultados a los que llegan"). 

En vista de lo anterior, la Corte dictará las siguientes órdenes: 

 

 
ORDENA: SE ORDENA QUE SE CONCEDA la solicitud de Asilo del Demandado en 

virtud de la sección 208 de la Ley. 

 

SE ORDENA ADEMÁS QUE LA SOLICITUD DE RETENCIÓN DE 

LA EXPULSIÓN presentada por el Demandado en virtud de la sección 

241(b)(3) de la Ley SE MANTIENE EN ESPERA. 

 

SE ORDENA ADEMÁS QUE SE DEJE EN ABSTENCIÓN la solicitud 

de protección presentada por el Demandado en virtud del artículo III de 

la Convención contra la Tortura. 

 

 

 

 

 

Fecha 
ENE 0 7 

2020 

 

 

 

Juez de Migración 

 

 

 

 

 

 

DERECHO DE APELACIÓN RESERVADO: Cualquier derecho de apelación queda reservado a 
ambas partes, el Demandado y el DHS, debiendo cualquier Notificación de Apelación ser 

presentada y recibida en la Junta de Apelaciones de Inmigración (BIA), en Virginia, dentro de los 30 
días siguientes a esta Orden. 
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